El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
Martha Liliana Grajales González Vs Rodrigo Botero Restrepo  Rad. 66001-31-05-002-2014-00526-01
Martha Liliana Grajales González Vs Rodrigo Botero Restrepo  Rad. 66001-31-05-002-2014-00526-01

Providencia:                              
Sentencia de 29 de septiembre  de 2017

Radicación Nro.


66001-31-05-002-2014-00526-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Martha Liliana Grajales González 

Demandados:


Rodrigo Botero Restrepo

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
                Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:



LA REMUNERACIÓN EN EL CONTRATO DE MANDATO. - No se encuentra en discusión en esta sede, que la doctora Martha Liliana Grajales González y el señor Rodrigo Botero Restrepo suscribieron un contrato de mandato consistente en que la profesional del derecho emprendería todas las acciones administrativas y judiciales pertinentes con el fin de concretar el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del demandado por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones, sin que en él se hubiere pactado el porcentaje de los honorarios a cobrar en caso de que se lograra ese cometido.

Ante tales circunstancias y apegándose a lo dispuesto en los artículos 2143 y 2184 del Código Civil, la falladora de primera instancia determinó que las pautas para establecer los honorarios a favor de la señora Martha Liliana Grajales González son las previstas en las tarifas de honorarios profesionales determinadas por el Colegio Nacional de Abogados para los años 2012-2013.

En efecto, a partir de sentencia de 10 de diciembre de 1997 con radicación Nº 10046, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia determinó que en los casos en los que las partes no pacten directamente los honorarios, los mismos deberán ser fijados por el juez, sin que le sea dable a este acudir al Acuerdo 1887 de 2003 dando aplicación al numeral 3º del artículo 393 del C.P.C. pues éste precepto regula específicamente la fijación de agencias en derecho resultantes de un determinado proceso; por lo que le corresponde fijar la cuantía teniendo en cuenta la remuneración usual, es decir, la que acostumbran los abogados, tomando en consecuencia las tarifas definidas por los colegios respectivos.

Bajo esos parámetros, al revisar las tarifas establecidas por el Colegio Nacional de Abogados para los años 2012-2013, que fue el periodo en el que se inició la ejecución del mandato por parte de la doctora Martha Liliana Grajales González, se evidencia en el punto 14.19, que en los procesos ordinarios laborales, cuando se esté representando al trabajador, el apoderado judicial percibirá hasta la terminación de la segunda instancia el 25% de lo obtenido, y más adelante se señala que cuando se trate del reconocimiento de pensiones o pagos periódicos se establecerá el porcentaje sobre el valor de las mesadas por reclamar. Y en el punto 14.21 se establece que en los eventos en los que se inicie el proceso ejecutivo a continuación del ordinario, el valor de los honorarios corresponderá al 10% de la suma en ejecución.

Así las cosas, cuando pida el reconocimiento de pensiones, el valor sobre el cual se tasaran los honorarios por adelantar el proceso ordinario, serán aquél que la entidad accionada adeude hasta el momento en que se inicie la acción laboral.
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Hoy, veintinueve de septiembre de dos mil diecisiete, siendo las once minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARTHA LILIANA GRAJALES GONZÁLEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 6 de diciembre de 2016, dentro del proceso que le promueve al señor RODRIGO BOTERO RESTREPO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2014-00526-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la doctora Martha Liliana Grajales González que la justicia laboral declare que entre ella y el señor Rodrigo Botero Restrepo existió un contrato de prestación de servicios profesionales con el objeto de adelantar procesos judiciales y diligencias administrativas en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones, de allí que con base en el peritazgo que se realice en el proceso, aspira que se condene al demandado a reconocer y pagar los honorarios correspondientes, debiéndosele descontar la suma de $12.217.649 que se le cancelaron por concepto de costas procesales, la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Fue contratada por el señor Rodrigo Botero Restrepo con el fin de adelantar gestiones administrativas y procesos judiciales en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones, sin acordar expresamente el valor de los honorarios profesionales, a excepción de las costas procesales, frente a las que se convino que harían parte de esos honorarios; en ejecución del contrato, solicitó ante el ISS el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del demandado, sin embargo, al no obtenerse respuesta por parte de la entidad, se inició el respectivo ordinario laboral, correspondiéndole su conocimiento al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, quien posteriormente lo remitió al Quinto Laboral del Circuito de esta capital; estando en curso el proceso, la Administradora Colombiana de Pensiones por medio de la resolución GNR 084259 de 30 de abril de 2013 le reconoce la prestación económica al señor Botero Restrepo por valor mensual equivalente a la suma de $4.710.360, pero sin derecho a retroactivo, motivo que la llevó a presentar recurso de apelación solicitando no solo el mencionado retroactivo, sino también la reliquidación de la mesada; el 18 de julio de 2013 el juzgado de conocimiento emite sentencia, reconociendo la pensión, el retroactivo pensional, los intereses moratorios y las costas procesales; en firme la providencia, presentó el 23 de agosto de 2013 la correspondiente cuenta de cobro ante Colpensiones; ante la falta de pago presentó derecho de petición en esa entidad y remitió oficios a la Procuraduría y al Colegio de Abogados con el fin de conseguir el pago de las sumas adeudadas.

Ante la ausencia de pago, inició la acción ejecutiva en contra de Colpensiones, librándose mandamiento de pago el 18 de noviembre de 2013 por las sumas reconocidas en la sentencia; el 3 de diciembre de 2013 se expide la resolución Nº GNR 334534 en donde ser reajusta la pensión y se reconoce un retroactivo de $1.042.488; a través de auto interlocutorio 168 de 29 de abril de 2014 se liquida el crédito, se condena en costas y se ordena el pago dentro del ejecutivo laboral; el despacho le hizo entrega al señor Rodrigo Botero Restrepo de la suma de $91.125.797 y a ella de $12.217.649 correspondiente a las costas procesales; el demandado le ofreció cancelarle el 12% incluyendo las costas procesales; la totalidad de las sumas percibidas por el accionado debido a los trámites administrativos y judiciales ascendió a $109.066.294.

Al contestar la demanda –fls.38 a 44- el señor Rodrigo Botero Restrepo manifestó que hubo un acuerdo verbal entre él y la doctora Martha Liliana Grajales González que se plasmó en una fracción de hoja en la que se convino que si la prestación se reconocía dentro de los cuatro primeros meses el porcentaje de los honorarios sería del 20% sobre el retroactivo pensional, si se hacía entre el cuatro y el sexto mes el porcentaje se reduciría al 15% y más allá del sexto mes bajaría al 13%. Expresó que no se hizo ningún acuerdo frente a las costas procesales, lo que significa que al haber recibido por concepto de retroactivo la suma de $91.125.797, el valor de los honorarios eran de $11.846.353,61 correspondientes al 13%, lo que indica que con el valor de las costas recibidas se cancelaron los mencionados honorarios, teniendo incluso un saldo a su favor.

Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de vínculo contractual y cobro de lo no debido”, “Buena fe del demandado, mala fe de la demandante y pago de la obligación demandada”, “Compensación” y “Prescripción”.

En sentencia de 6 de diciembre de 2016, la funcionaria de primer grado luego de declarar que entre la doctora Martha Liliana Grajales González y el señor Rodrigo Botero Restrepo existió un contrato de mandato para la prestación de servicios profesionales para buscar el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del demandado, estableció que no era dable acoger los dictámenes emitidos en el proceso, por cuanto los mismos habían tenido en cuenta el documento visible a folio 45, al cual no puede dársele valor probatorio alguno, pues en él no se contempla si entre ellos hubo un acuerdo frente a la tasación del porcentaje de los honorarios.

Por lo expuesto, señaló que la tasación de los mismos debía hacerse con base en las tablas previstas en las tarifas establecidas por el Colegio Nacional de Abogados, determinando que debido a la actuación desplegada por la profesional del derecho en el ordinario laboral debía reconocerse el 10% sobre las sumas reconocidas y otro 10% sobre los valores pagados por medio del ordinario laboral, advirtiendo que en ello se encuentra incluida la actuación llevada a cabo en sede administrativa, pues sin ella, que es requisito de procedibilidad, no hubiere podido iniciarse la acción ordinaria; motivo por el que estableció como honorarios globales la suma de $18.080.958, dentro de la cual se debe incluir las costas procesales que ya le fueron entregadas a la demandante por valor de $12.217.649, adeudándosele en consecuencia la suma de $5.863.309.

Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación, manifestando que la actuación profesional desplegada por la doctora Grajales González para obtener el reconocimiento de la pensión de vejez en el proceso ordinario y posteriormente las sumas canceladas dentro del proceso ejecutivo, no se compadece con el porcentaje que el juzgado le otorga por concepto de honorarios, pues debe tenerse en cuenta los trámites administrativos previos que tuvo que realizar.  

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:
¿Estuvieron adecuadamente tasados los honorarios a favor de la doctora Martha Liliana Grajales González por los servicios profesionales prestados a favor del señor Rodrigo Botero Restrepo?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

LA REMUNERACIÓN EN EL CONTRATO DE MANDATO 

En sentencia de 10 de diciembre de 1997 radicación Nº 10046, reiterada mediante providencia SL1570 de 18 de febrero de 2015, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia determinó que el régimen legal que regula la prestación de servicios profesionales de los abogados es el establecido para el contrato de mandato en el libro IV, título 28 del Código Civil, tal y como se desprende del contenido del artículo 2144 de ese estatuto, cuando prevé que “Los servicios de las profesiones y carreras que suponen estudios largos, o a que está unida la facultad de representar y obligar a otra persona, respecto de terceros, se sujetan a las reglas del mandato.”.

Bajo esos parámetros, al tocar el tema de la retribución, la Alta Magistratura señaló que el artículo 2143 del mencionado cuerpo normativo dispone que el mandato puede ser gratuito o remunerado, y que en este último evento la misma estará determinada por la convención de las partes, por la ley o por el juez, advirtiendo que el artículo 2184 ibídem en su ordinal 3º, determina que el mandante está en la obligación de cancelarle al mandatario la remuneración estipulada o la usual, situación que la referenciada Corporación explicó en los siguientes términos: 

“El ad quem no pudo infringir el artículo 2143 del Código Civil pues justamente le sirvió como soporte para indicar que el mandato podía ser gratuito o remunerado, y que la remuneración podía ser determinada bien por convención de las partes, por la ley o por el juez, sin que dicha disposición contenga una prelación taxativa para llegar al valor de los honorarios, y en realidad el propio precepto 2184 numeral 3 del citado Código Civil refiere como obligaciones generales del mandante la de pagar “la remuneración convenida o la usual”, de manera que su tasación, al no existir ningún convenio de los contratantes, está supeditada a aspectos como los que en este asunto tuvo en cuenta el Tribunal, esto es, «la naturaleza de esa gestión, cantidad, calidad e intensidad de la misma, más no hacer nugatorio este derecho».”.
De acuerdo con lo anterior, se concluye entonces que la remuneración de los servicios prestados por los profesionales del derecho se encuentran determinados por lo convenido por las partes en el contrato de mandato, y a falta de convenio, su tasación deberá ser fijada por el juez teniendo en cuenta los aspectos relacionados anteriormente.

EL CASO CONCRETO
No se encuentra en discusión en esta sede, que la doctora Martha Liliana Grajales González y el señor Rodrigo Botero Restrepo suscribieron un contrato de mandato consistente en que la profesional del derecho emprendería todas las acciones administrativas y judiciales pertinentes con el fin de concretar el reconocimiento de la pensión de vejez a favor del demandado por parte de la Administradora Colombiana de Pensiones, sin que en él se hubiere pactado el porcentaje de los honorarios a cobrar en caso de que se lograra ese cometido.

Ante tales circunstancias y apegándose a lo dispuesto en los artículos 2143 y 2184 del Código Civil, la falladora de primera instancia determinó que las pautas para establecer los honorarios a favor de la señora Martha Liliana Grajales González son las previstas en las tarifas de honorarios profesionales determinadas por el Colegio Nacional de Abogados para los años 2012-2013.

En efecto, a partir de sentencia de 10 de diciembre de 1997 con radicación Nº 10046, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia determinó que en los casos en los que las partes no pacten directamente los honorarios, los mismos deberán ser fijados por el juez, sin que le sea dable a este acudir al Acuerdo 1887 de 2003 dando aplicación al numeral 3º del artículo 393 del C.P.C. pues éste precepto regula específicamente la fijación de agencias en derecho resultantes de un determinado proceso; por lo que le corresponde fijar la cuantía teniendo en cuenta la remuneración usual, es decir, la que acostumbran los abogados, tomando en consecuencia las tarifas definidas por los colegios respectivos.

Bajo esos parámetros, al revisar las tarifas establecidas por el Colegio Nacional de Abogados para los años 2012-2013, que fue el periodo en el que se inició la ejecución del mandato por parte de la doctora Martha Liliana Grajales González, se evidencia en el punto 14.19, que en los procesos ordinarios laborales, cuando se esté representando al trabajador, el apoderado judicial percibirá hasta la terminación de la segunda instancia el 25% de lo obtenido, y más adelante se señala que cuando se trate del reconocimiento de pensiones o pagos periódicos se establecerá el porcentaje sobre el valor de las mesadas por reclamar. Y en el punto 14.21 se establece que en los eventos en los que se inicie el proceso ejecutivo a continuación del ordinario, el valor de los honorarios corresponderá al 10% de la suma en ejecución.

Así las cosas, cuando pida el reconocimiento de pensiones, el valor sobre el cual se tasaran los honorarios por adelantar el proceso ordinario, serán aquél que la entidad accionada adeude hasta el momento en que se inicie la acción laboral.

Como en este caso el trámite no llegó hasta la sentencia de segunda instancia si no que el proceso ordinario finalizó cuando el Juzgado Quinto Laboral del Circuito emitió sentencia de primera instancia el 18 de julio de 2013 –fls.95 y 96-, el porcentaje que considera la Sala debía percibir la doctora Martha Liliana Grajales González por su actuación, no habiendo existido mayor complejidad en ella, es del 15% sobre las mesadas causadas entre el 28 de mayo de 2012 y el 1º de marzo de 2013 (fecha de presentación de la demanda) que ascienden a la suma de $48.795.184; por lo que tiene derecho la demandante a que se le reconozca por concepto de honorarios la suma de $7.319.277; siendo oportuno indicar que dentro de esa tasación se encuentran remuneradas las actuaciones previas realizadas por la profesional del derecho ante la Administradora Colombiana de Pensiones, en consideración a que las mismas fueron necesarias para iniciar el proceso ordinario, pero no lograron llevar a la entidad a reconocer el derecho pensional y su retroactivo a favor del señor Rodrigo Botero Restrepo en sede administrativa.

Así mismo, al revisar el escrito por medio del cual la doctora Grajales González inició el proceso ejecutivo a continuación de ordinario laboral en el Juzgado Quinto Laboral del Circuito –fls.106 a 108-, se evidencia que ella solicita que se ordene el pago del retroactivo pensional reconocido, los intereses moratorios causados hasta ese momento y que consideró ascendían a la suma de $19.641.590, las costas procesales del ordinario laboral que fueron de $6.000.000 y las costas del ejecutivo laboral.

En auto de 18 de noviembre de 2013, que se ve en cd allegado por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito –fl180-, la a quo libró mandamiento de pago por las sumas de $67.870.960 por concepto de retroactivo pensional, $6.000.000 por las costas del proceso ordinario, los intereses que se causen sobre las sumas anteriores y las costas procesales del ejecutivo laboral.

En auto de 21 de marzo de 2014, por medio del cual se ordenó continuar con la ejecución, el juzgado de conocimiento reconoció la suma de $6.217.649 por concepto de costas del proceso ejecutivo. Y en auto de 29 de abril de 2014, al liquidar el crédito, determinó que los intereses moratorios sobre el retroactivo pensional equivalían a la suma de $22.533.837, mismos que para la fecha en que se inició el trámite ejecutivo solo ascendían a la suma de $19.641.590.

Así las cosas, al sumar el retroactivo pensional, las costas procesales de ambos procesos y los intereses moratorios, se obtiene que para la fecha de presentación de la acción ejecutiva se le adeudaba al demandado la suma de $99.730.199; por lo que tiene derecho la señora Grajales González a que se le reconozca por concepto de honorarios, el 10% sobre el valor arrojado anteriormente, es decir, la suma de $9.973.020.

Así las cosas, al sumar los honorarios causados en el ordinario laboral y en el ejecutivo a continuación de aquel, se obtiene que a la doctora Martha Liliana Grajales González se le debe reconocer la suma global de $17.292.297, que al restarle el valor de $12.217.649 que ya le fue entregado por el señor Rodrigo Botero Restrepo, tan solo se le adeuda la suma de $5.074.648 y no la suma de $5.863.309 fijada en el curso de la primera instancia, no obstante, como no se le puede hacer más gravosa la situación a la accionante como apelante única, la decisión emitida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito habrá de confirmarse.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 6 de diciembre de 2016.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes integran la Sala,

 JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA               

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
9

